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El amparo es un proceso l:oncentrado de anulación, de naturaleza constirucionaJ. 
promovido por vía de acción, reclamándose aClOS de autoridad. Tiene como finali­
dad el proteger exclusivamente a los quejosos : a) contra la expedición o aplicación 
de leyes violatorias de las garantías expresamente reconocidas por la constitución; b) 
contra los actos conculcatorios de dichas garantías; c) contra la inexacta y definitiva 
atribución de la ley al caso concreto ; d) contra la~ invasiones recíprocas de las sobe­
ranías, ya federal . ya estatal que agravien directamente a los quejosos, produciendo 
la sentencia que conceda la protección el efeclo de r~stituir las cosas al estado que 
tenían antes dt: efectuarse la violación reclamada -si el acto es de c.'lrácter positivo- o 
el de obligar a la autoridad <l que respete la garamía violada cumpliendo con lo que 
ella exige, si es de carácter negati vo. 

Como se desprende de lo ya expuesto el juicio de amparo, considerado ·Fix 
Zarnudio-. como la garantía jurisd iccional de mayor eficacia, y casi la única de apli­
cación práclica en nuestro siSlemn constitucional, muy a pesar nuestro, estimo -en 
este momento· la ún ica posibilidad de justicia en México. 

l. ANTECEDENTES HISTORlCOS 

Méxicn independiente: sus urígenes inmediatos 

La primera constitución del México independit:ntc data de 1814 llamada "decreto 
constitucional para la libertad de la América mexicana" mejor conocida como 
"constitución de Apatzingan," por ser cllugar donde se expidió. Contiene un capínl­
lo completo dedicado a las garantias individuales o dercchos fundamentales del 
hombre. -considerada por algunos juristas como superior a la española de 1812· 
influidos los insurgentes por el individualismo. por los principios jurídicos de la 
revolución francesa y el pensamiento de Juan .Jacobo Rousseau, estima los derechos 
del hombre superiores a toda organización social. cuyo gobierno en ejercicio del 
poder público debe estimarlos intangibles. pues su protección es la única finalidad 
del Estado. Aunque jamas estuvo en vigor t:vidcncia el pensamiento político de los 
insurgentes. La constitución de Apatzingan es una constitución republicana, demo· 
crática, central. representativa y congresional 'lile estaba destinada a desaparecer tan 
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pronto terminara la lucha para dar lugar a W1 congreso constituyente que dictara la 
constitución definiliv3. 

La constitución federal de 1824 no consib'Tl3ba W1 instrumento jurídico para 
proteger las garantías individuales, que en ciel1a fanna establece su propio texto, 
otorgaba a la corte suprema de justicia la facultad de conocer de las infracciones a la 
constitución y a las leyes federales. Esta misma consti tución (artículo 24), ordena la 
primacía del pacto federal sobre las constituciones de los Estados, sin embargo tales 
garantías eran sólo un enunciado (por sí mismas no se garantizaban), no existía tul 

instrumento jurídico o medio procesal mediante el cual se hicieran valer y se obliga­
ra a las autoridades a respetarlas. 

Las siete leyes constitucionales. o constirución cemra li sta de 1836, creó el lla­
mado "supremo poder conservador" -copiado dd senado conservador francés- con­
formado por cinco miembros. con fac ultades -entre 01ra5- la de declarar la nulidad de 
los actos contrarios a la constitución por parte de cualquiera de los tres poderes y 
acruaba a instancia de alguno de los restantes. Es eSl~ el primer órgano creado en el 
derecho constitucional mexicano co n el objeto de defender la constitución. flle un 
órgano político no judicial que no llegó a funcionar nunca en protección a todo el 
sistema constitucional. 

Desde el año de 1824 hasta 1842 que la idea de garantías individuales. la su­
premacia de la ley fundamcntal y el juicio f,;onstilUcional o juicio de amparo no coo­
tCtÚan ninguna enumeración de los derechos dd humbre, ni declaración de supre­
macía constitucional, ni organizaban el poder judicial en forma tal que hiciera supo­
ner el propósito de establecer un procedimiento equivalente al juicio de amparo. 

Las siete leyes, tratando de maquillarse de conceptos libcralistas, establecieron 
importantísimas garantias individuales. creando además el supremo poder conserva­
dor. con el objeto de "comener a la autoridad dentro dd límite de sus atribuciones". 
Lo relevante en las siele leyes es el establecimiento de la supremacía constitucional. 
Sin embargo la acción con::;titucional no pruccu i.s al ::,cr ejerc itada por e l hombre. ya 
que únicamente podía excitar al órgano las aUloridadt:s cuando que estas eran las que 
en conjunto vio laban la ley. 

En el año de 1840 -cuando el Estado de Yu<.;at~n. por cuestiones geográficas y 
políticas, lo distante del centro del país y las luchas por el poder-, pretendió inde­
pendizarse del resto de M¡,!xico, a fines de ese año el congreso del Estado de Yuca­
tán conoció de un proyecto de consti tución en el que se creaba el sistema bicameral, 
una suprema corte de justicia, pero sobre todo y lo qut: más importaba. organi7..aba 
WI control o defensa de toda la consli¡ ución. aunque sólo se consideraba contrd actos 
de la legislatura y del ejecutivo. Manuel Crcsccncio Rejón autor de dicho proyeclo 
de constitución, creó el control constitucional que él llamó Amparo. El artículo 53 le 
olorgaba competencia a la suprema corte de justicia del Estado para amparar a los 
individuos contra las leyes, decretos y providencias de la legislatura, del gobernador 
o ejecutivo cuando violaran la constitución del Estado. En el sistema propuesto por 
Rejón consagraba ya dos de los principios fundamentales que rigen hasta la fecha el 
proceso constitucional mexicano, que son la relati vidad de la sentencias de amparo y 
la instancia de parte. PosteriOJmente en 1842 una comisión integrada por siete 
miembros se reunió para inlegrar un proyecto de constitución; entre estos se encon­
traba Mariano Otero quien logro con un voto particular. se aprobara el control judi­
cial para la protección de las garantías individuales. otorgado a la suprema corte 
frente a los poderes legis lativo y ejecutivo de Jos Escados y un control político a 
cargo del presidenre de la república. Para el mes de mayo de 1847 se promulgó el 
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acta de refonnas. que ponía en vigor la constitución de 1824. pero COD las modifica­
ciones que eran el objeto del acta que se expedía. Otero logró que la asamblea apro­
bara la institución del amparo, dentro del artículo 25 de dicha acta, y se otorga com­
petencia a los tribunales de la federación para proteger a los habitantes de la repúbli­
ca en el ejercicio de la conservación de los derechos que la propia constitución les 
olorgaba, y por ataques de los poderes legislativo y ejecutivo. tanto de la federación 
como de los Estados, elaborando un principio que desde entonces se ha llamado "la 
fónuula Otero" al detenninar otorgarse la protección constitucional en el caso parti­
cular sobre el que verse el amparo, sin hacer ninguna declaración general respecto de 
la ley o acto que la motivare, principio que rige en la fracción II del artículo 107 de 
la constitución vigente. 

En la constitución federa l de 1857 el juicio de amparo se plasma en los articulos 
101 Y 102. Para esto Melchor Ocampo recogiendo la fOnTIula Otero propuso que los 
juicio:s los conocieran exclusivamente los tribunales federales, a pesar de otra pro­
puesta de Ignacio Ramírez quien pretendió que conociera un jurado compuesto de 
vccinos (control de la constitución por medio de la opinión pública); afortunadamen­
te la t;omisión encargada suprimió la propuesta de Ramírez. permitiendo así que el 
juicio de amparo eso lviese revestido de toda la técnica jurídica que le es ind ispen­
sable para sobrevivir y que ha persistido hasta la fecha. 

La cOlls[itución de 1917. resultado de luchas entre libera les y conservadores, 
comhino el liberalismo con nuevas ideas sociales. consignó en su texto la primera 
declaración de derechos sociales en la historia. El proyecto de Carranza sufrió im­
p011antísimas modifi caciones. de tal modo que la l:onstitución promulgada en 1917. 
es. no una refonna a la dc 1857 (aunque de ella herede principios básicos entre otros 
los derechos o garantías individuales, sino una nueva y primera constitución que en 
el mundo declara y protege lo que posterionnente se ha llamado garantías sociales! o 
sea. el derecho que tienen todos los hombres para llevar una existencia digna y el 
deber del Estado de asegurar que así sea. 

La constitución vigente conserva los principios fundamenta les. pero introdujo 
paralelamente a las garantías sociales la suplencia de la queja deficiente pora tutelar 
tajes garantías, ya que por el hecho de estar enunciadas no se garantizaban por sí 
mismas. La trascendencia que el amparo mexicano ha tenido en la mayoría de países 
latino-americanos: El Salvador. Nicaragua. Brasi l. Costa Rica, Argentina. Panamá. 
Venezuela. Roli via. Ecuador y Paraguay, amen de la influencia en organismos inter­
nacionales donde se producen gerencias para que los Estados miembros adopten 
nuestro juicio de garantías, como en 1948 en la conferencia de Bogotá se fonnuló la 
declaración americana de los derechos y deberes del homhre". 

11 . EL JUEZ DE AMPARO 

En todo proceso la posición fundamental del juez es la de asistir al dialogo entre las 
partes, reprimiendo los excesos, rectificando las desviaciones pero sobre todo acla­
rando las oscuridades. Lograr este objetivo es la tarea fundamental del juez. y en este 
sentido y bajo este concepto me referiré en el presente al término justicia. Sería 
temerario de mi parte intentar anal izar el concepto just icia que desde el principio de 
los siglos pasando por Platón. Aristóteles. Kant. Kelsen, etc., se han planteado sin 
que se haya podido encontrar una definición conceptual unívoca. El juicio de ampa­
ro, inslTWnento y base juridica fundamental, mediante el cual el juez de distrito logra 
·como ningún otro- esa dificil misión: hacer justicia, preservando entre gobernados y 
gobernantes el principio general de derecho; las autoridades sólo pueden hacer lo 
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que expresamente las leyes les facultan: esta es la silUación de! juez de amparo, que 
conoce en primera instancia, del amparo indire¡,;lo (amparo de garantías), El doctor 
Hector Fix Zamudio dislingue diversos ti pos de amparo: amparo contra leyes in­
constitucionales. amparo-soberanía. amparo casación y el amparo de garantías. El 
juez acorta cada día el breve espacio que existe entre derecho y justicia al anular los 
actos arbitrarios de autoridad que el quejoso reclama como violatorios de las garan­
rías individuales, amparándolo y protegiéndolo CalUra los mismos. Si bien la ley de 
amparo nOffi1a la actuación jurisdiccional del poder judicial federal, éste tiene en los 
ultimas tiempos, una misión más amplia. a través del alcance que la jurisprudencia le 
concede a los artículos 14 y 16 constitucionales, Los j ueces son guardianes del orden 
constitucional en su totalidad. lo que representa Wl control de la legalidad que ha 
suscitado entre ilustres juristas mexi canos !:,'fan polémica. en virnld de que: orden 
constitucional y principio de legalidad están contrapuestus, porque las garantias de 
legalidad pueden traer apar~jada en muchos casos una invasión por parte del poder 
judicial federal del derecho, que constitucionalmente se reconoce a los Estados de la 
federación para emitir sus propias disposiciones civiles y penales, interpretándolas y 
aplicandolas. sin que los poderes federales puedan interveni r. La jurisprudencia una 
vez más resolvió tal situación puntua li zando los lími tes hasta los cuales pueden 11<.'· 
gar las sentencias de amparo en su cxmnen CUllstilUd onal y lo que les está vedado 
para mantener el equilibrio constitucional estableciendo que "sentencias de amp~ro 
sólo pueden resolver sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto que 
se reclama. y nunca sobre cuestiones cuya decisión compete a los tribwlales del 
fuero común". 

El juez federal en su conocimiento. no está obligado por la ley de la materia a 
sujetarse a ningún fonnuli smo en el momento de dictar sentencia, aunque la práctica 
judicial ha impuesto la clásica divisü')O de reladón de hechos (resultandos) aprecia­
ciones jurídicas (considerandos) y puntos dt!cisorios (rcsolulivos), es decir, la propia 
ley le otorga "liberalidades" en Su actuar. y aunque ta les f<lcuhades no deberán exce­
derse al ordenamiento constituciollilL sí puede interpretar el alcance de los mismos 
preceptos constitucionales amparando al quejoso tontra actos notoriamente contra­
rios a la carta fundamental. Para llegar a este fin. podemos emunerar entre otras: 1) 
la suplencia de la deficiencia de la queja y la suplencia del error; 2) facultad de aUe· 
garse pruebas; 3) la di scft.:cionalidad al otorgar la suspensión aun sin solici tarla el 
quejoso; 4) la prosecución judicial. 

1. l." s lIp/encia de /u queja dejiciel1!(! 

Para el doctor Juvemino V. Castro. es un acto juri sd iccional dentro del proceso de 
amparo, de eminente carácter proteccionista y 3nti fo rmal ista. cuyo objeto es integrar 
dentro de la litis las omisioncs cometidas en las demandas de amparo, para ser toma· 
das en cuenta al momento de sentenciar. siempre en favor del quejoso y nWlca en su 
perjuicio, con las limitaciones y los requisitos constitucionales conducentes, 

La suplencia de la queja deficien te, contraria al principio general de congruencia 
de las sentencias, puede operar en cualquiera de los siguientes casos: a) amparos de 
cualquier naturaleza, cuando e! acto red amado se runde en leyes declaradas inconsti· 
tucionales por la suprema cone de justi cia de. la nación o cuando se interponga por 
actos que afecten intereses de menores o incapaces; b) en materia penal cuando haya 
habido en contra del agraviado una violación manifiesta de la ley que lo ha dejado 
sin defensa, o cuando se le haya juzgado por una ley que no es exactamente aplicable 
al caso; c) en materia del trabajo (sólo tratándose d~ el trabajador ), cuando haya 
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habido en contra de esta parte lma violación manifiesta de la ley que lo haya dejado 
sin defensa; y d) en materia agraria, ~tratándose de que el quejoso sea un núcleo de 
población, un ejidatario o un comunero~ cuando aparezca una vio lación manifiesta 
de sus derechos agrarios sobre tierras yaguas. Cabe señalar que en materia agraria 
no s610 se suple la queja deficiente, sino igualmente las deficiencias de exposiciones. 
comparecencias, alegatos y recursos. En esta materia quedaba la duda de si la ofi~ 
ciosidad era obligatoria en toda clase de procedimientos o sólo en algunos de ellos. 
aclarando esta situación la jurisprudencia de la corte donde al referirse a la "materia 
agraria" establece que esta es los núcleos () los individuos en particular. 

La suplencia del error se refiere a la ciL:1 equívoca de los preceptos legales: la 
suprema corte de justicia dc la nación. los tribunales colegiados de circuito y los 
jueces de distrito. deberán con·egir los en·ores que adviertan en la cita de los precep~ 
tos consti tucionale!' y legales que se estimen violados. )' podrán examinar en su 
conjunto los conceptos de violación y los agravios, así como los demás razonamien­
tos de las panes, a fin de resolvcr la cuestión efectivamente planteada, pero sin 
cambiar los hedlOs expuestos en la demanda 

Se pretende recoger los lineamientos modernos del principio que se ha impuesto 
paulatinamente en los ordenamientos procesales actuales. es decir. el que se expresa 
con la frase latina ¡ura novi! curia. dt.: acuerdo con el cual , pero con diversos mati­
ces. el juez conoce el derecho y debe aplicarlo aun cuando las partes no lo invoquen 
correctamente. principio que ha conferido al juez una función creadora y no exclusi­
vamente de aplicación del derecho. Resulta simple distinguir. la suplencia de la 
queja deficiente, de la suplencia del error. En la suplcm.:ia de la queja aparece una 
omisión total o parcial de un concepto de violación. que para el juez o tribunal de 
amparo resulta el adecuado para otorgar la protección const irucional pedida. pero 
que por error. o ignorancia del quejoso o de su abogado no se asentó en la demanda, 
En cambio en la suplencia del error el concepto dc violación cx i s t~ claramente ex­
puesto. solo que aparece una cita equívoca del aJ1ículo constitucional que contiene la 
garantía individual totalmente precisada. pero erróneamente mencionada. Como ya 
hcmos dicho la cOllsürución de 1 <JI7 contenía la suplencia de la qucji:l deficiente, 
pcro sólo la podía utilizar la suprema corte de .iusticia~ a partir de la reforma Alemán 
de 1950 pueden suplir la deficiencia también los triblUlales colegiados y los jueces 
de distrito. 

2. Facultad di! alh.!garse pruehas 

El juez debe recabar oficiosamente pruebas que no obren en au tos. que consten {} se 
hayan rendido ante otra autoridad, si las estima necesarias para la resolución del 
aSlUlto. 

Esta facultad ha sido ampliada a partir de una importante refonna en 1983. ya 
que con anterioridad era una facultad privativa. en los juicios dc amparo que versa~ 

sen sobre derechos de menores e incapaces. En la actualidad se autoriza a los jueces 
a recabar de oficio pruebas ~sin limitar la facultad a un tipo especial de acciones- que 
habiendo sido rendidas ante la responsable. no obren en autos. y las estimara nece~ 
sarias para el estudio del asunto. Con gran sent ido de justicia de manera imperativa 
el juez debe traer al proceso de amparo aquella,; pruebas que estén en los anteceden­
tes pero que por alguna razón 110 se apoltaron por las partes. 

En materia agraria es talla participación del jucz que el Dr. Juventino V. Castro 
lo considera "colitigante del quejoso" debido a su función animadora y reguladora 
del procedimiento, el que contraviniendo el principio general de ser rulelador de las 
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garantías individuales, se convierte por primera vez en el mundo jurídico, "rutelador 
de las garantías sociales". como se le conoce a esta clase de juicios. El juez en di­
chos procedimientos tiene una potestad tal que lo asemeja al de parte. incrementán­
dose sus liberalidades. desde luego siempre en benefi cio del afectado por actos de 
autoridad. La actividad del juez en materia probatoria se enfoca hacia la tendencia 
de conceder el amparo. pues de otra manera no se entendería la oficiosidad en la 
consecución de las pruebas en vista de que sin ellas podría sobreseer el juicio O 
negarse la protección. Aunque estas facultades desvirtúan un tanto la nU1ción deL 
juez constitucional. sin embargo cO Il!'.iderando el problema social con esta actuación, 
el juez equilibra la desigualdad de las partes, poniendo en IDl mismo plano a las 
responsables freme al quejoso débil. J _a ofi ciosidad para allegarse pmebas el juez de 
distTito es compulsiva en tanto las medidas para mejor proveer son facultativas. por 
lo que no debemos confundir la una con la OTra . 

3. Facultad discrecional para su.spender provisionalmente los eft:ctos del acto 
reclamado 

Cuando el quejoso reclama una injustici<l consistenle en un acto que de ejecutarse 
causaría perjuicios irreparables. el juez di screcionalmente puede ordenar a la autori­
dad ejecutora suspender provisionalmente tal ejecución. hasta en tanlo en el esrudio 
del fondo del proceso de amparo resuelva sohre la conslitucionalidad de l acto o 
injusticia reclamada. 

Sin embargo también cuenta con la potestad de suspender de ofic io -llamada 
también suspensión de plano-o ilunque no tiene forma de substanciación, ya que el 
jue7. de distri to -sin mediar petición de pane-, al inicio del procedimiento. y algunas 
veces sin saber siquiera si se tramitará el juicio (como ell el caso del tercero que 
promueve por el quejoso) decreta la suspt:usión en fonna definitiva, de manera que 
perdurara en todo el juicio en sus instancias. 

Esta suspensión es sumamente in teresante) vincula a la suspensión con las 
providencias cautelares que es el verdadero origen de nuestra suspensión -aunque el 
tema es polémico- entre algunos juristas mex i c~nos, para ll egar a esta conclusión. 

El otorgamiento de la suspensión oficiosa la concede t: l juez de distrito sin que 
previamente exista ninguna gestión del agraviado solicitando su otorgamiento. Se 
deriva de un acto uni lateral de motu pmprio de la jurisdi<.:dón. En esta suspensión de 
plano no habrá suspensión provisional ni de fin itiva sino una sola la oficiosa. con la 
peculiaridad -además- de que tanto la provisional como la oficiosa podrán ser modi­
ficadas o revocadas por el propio j ue7. J ,a potestad de decidir sobre la suspensión de 
los actos arbitrarios reviste especial importancia con objeto de preservar la materia 
del fondo del amparo e impedir que se ejecute el acto de manera irreparable. pre­
viendo que la sentencia le sea favorable al quejoso, y la ejecución de la misma fac­
tible. porque hay materia donde po der obrar. Si por no suspender el acto, éste se 
consuma. es evidente que careceria de objeto el análisis posterior sobre la constitu­
cionalidad o legalidad del mismo, porque se estaría ~nulando totalmente la finalidad 
del amparo. 

La doctrina de las providencias cauteJart:s periculum in mora, contiene el prin­
cipio de la razón por la cual no debe perderse el tiempo en esperar la petición de 
parte interesada, lipica medida de suma emergencia que le da el contenido y natura­
leza de la misma. Merece mención espcdal las particularidades de la suspensión 
cuando se afecta la libertad personal. destacada t=n la ley de la materia. En srulla las 

16 



facultades que el juez de amparo tiene respecto a la paralización de acto quedan a su 
prudente arbitrio. 

"El juez de distrito, al conceder la suspensión. procurará fijar la situación en que 
habrán de quedar las cosas, y tomará las medidas pertinentes para conservar la ma­
teria del amparo hasta la tennínación del juicio". Tal y como reza la disposición 
transcrita, la ley le otorga facultades extraordinarias al ju!;:z. sin embargo -esas facul­
tades quedan a su arbitrio-. las medidas pertinenles. 10 que implica la libertad dc 
a¡,;luar no siempre en observancia de la jurisprudencia anterior. ya que con criterio 
independiente puede originar que el tribunal esté creando nueva jurisprudencia; con 
tOlal facultad de acnlar el juez obra para dit.:tar todas las medidas necesarias para 
lograr la comparecencia del ag.raviado. en algunos casos. inclusive al decretar la 
suspensión de plano en estos casos el juez -sin illlpOrlar hora. o fecha-. tomara las 
medidas que estime pertinentes para que cesen de irum:diato los efectos del acto 
reclamado. ordenando la notificación inmediata a las responsables. no al día siguien­
te o dentro del témúno que IOdo juzgador tiene para dictar sus proveídos. sino de 
inm~diato. es decir. en ellllismo inst,mte en que por conducto del secretario en turno 
(a quien se le haya presentado la demanda de amparo en el domicilio de és te. en 
cualquier momento fuera del horario del despacho). lo que implica un gran pOlencial 
de facultades. las que a discreción podrá el juez aplicar en su función jurisdiccional. 
El juez. a petición del quejoso -con efectos restitutorios que só lo se contienen en la 
sentencia- decreta la suspensión de los actos, en algunos casos como la orden de 
clausura. la que genera un estado de clausura del giro mercantil o de obra en C(1OS­

lrucc¡ón. dicho estado implica una sinlación continua susceptible de suspenderse 
para que la clausura no continúe. 

4. Princ;ipio de la prosccucii)}l j udicial en el amparo 

"1 .05 jueces de distrito cuidarán de que los juicios de amparo no queden paralizados. 
proveyendo lo que corresponda hasta dictar sentencia. salvo los casos ~n que la ley 
disponga ~xpresamcntc lo contrario" princip io observado lanto por la supremo co/1e 
de justicia funcionando en pleno. como a por las salas de la suprema corte y tribuna­
les colegiados de circuito. 

Lo anterior pone de manifiesto que en materia de amparo en México pn;domina 
el principio inquisitivo, sobre el dispositivo de las partes. conformándose así un 
proceso dentro del cual el impulso oficial en la continuidad de los procedimientos 
está a cargo de Jos jueces y tribunales de amparo. en primer término porque la vio­
lación de garantías constitucionales importa gravemente al orden jurídico constitu­
cional. independientemente de que su falta de respeto se traduce en la mayoría de las 
ocasiones. en una lesión de los derechos del individuo. a cuya iniciativa única puede 
abrirse el proceso, pero a partir de ese momento incumbe a la jurisdicción federal 
activarlo. clarificarlo, hasta llegar a una resolución definitiva sobre la controversia 
constitucional planteada. 

111. MARCO JIlRm!CO 

La acruación del juez la norman la constitución federa l. la ley reglamentaria de los 
artículos 103 Y 107: "ley de amparo", la ley orgánica del poder judicial de la federa· 
ción y la jurisprudencia; la actuación jurisdiccional se amplía substancialmente por 
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el alcance que la misma les ha concedido a los artículos 14 y 16 de la carta ñmda· 
mental . 

Resulta relevante detenninar lo que entendemos por jurisprudencia en general. 
considerando la idea en su acepción genérica. la definición romana de Ulpiano nos 
dice que "es la noticia o conocimiento de las cosas hwnanas y divinas. así como la 
ciencia de lo justo y de lo injusto". 

Sin embargo en su aspecto positivo·jurisdiccional, se traduce en las considera· 
dones, interpretaciones, razonamientos y estimaci(mes jurídicas que hace Ulla auto· 
ridad judicial en un scntido unifornle e inintemunpido. en relación con cierto núme­
ro de casos concretos semejantcs que se preseman a su conocimiento, para resolver 
un punto de derecho determinttdo. 

El doctur Ignacio Burgoa O. afirma: "La j urisprudt: ndll se lruduce en lus inter­
prelaciones y consideracione.\' Jurídicas inregralivas uniformes que hace una auto­
ridadjudicia/ designada para (al efecto por la ley, re.\pecto de uno o varios punto.\' 
de derech o especiales y dltlf!rminados que surgen en IIn cierto número de casos 
concretos semejantes que se presenten. en la inteligencia de que dichas considera­
ciones e in/e/prefaciones son ohligatorias para lo.\' inferiores jerárquicos de las 
GUforidade.\· y que expresamenft' seilaJe la ley." 

Tradicionalmente L"t1 México, en el ámbilo de la juslicia I'cdt:raJ , el único órgano 
capacitado para sentar jurisprudencia era la suprema cone de justicia de la nación. 
Sin embargo a panir de las reformas de 1967 y I Y87 se concede esta tacullad tam­
bién a los tribunales colegiados de circuito, los qUI! se convirtieron en pequef'las 
cortes. sin que pueda la suprema corte revisar en ninguna instancia judicial las t\!sis 
sustentadas, salvo cuando existe contradicción entre dos o mas tesis -previa denuncia 
de la misma, la corte debe decidir cuál de ellas prevalecerá. 

La uniformidad en el sentido interpretativo y considerat ivo en la resolución de 
los amparos concretos de que conozca la suprema corte. para que constituya juris­
prudencia, requjere dos condiciones legales: a) cinco ejecutorias o scmencias no 
interrumpidas por otra en t.:Ontrario; y b) que éstas hayan sido aprobadas por un 
número detenninado de ministros segun esté funcionando en pleno o por salas. 

La obligatoriedad de la jurisplUdencia para IOdos los tribunales judiciales fede­
rales, locales. administrativos O del trabajo y militares. es relativa en lo qUl.: ve a los 
tribunalt:s colegiados de circuito y a las salas de la suprt:ma corte, ya que se autorizó 
interrumpir la jurisplUdcncia de las salas a partir de la fecha en la que se efectuaron 
re formas ( \ 987). 

Si bien la jurisplUdencia es ob ligatoria para la suprema cOl1e, ello no signi tlca 
que no pueda modificarla, ya que cOlTespomle a la naturalt:llJ misma de la acti vidnd 
jurispmdencial el atributo de su propia evolución, para adoptar las nonna$ jurídicas 
de por sí rígidas, a la dinamica del derecho. 

El elemento o presupuesto esencial para la formación de jurisprudencia es evi­
dentemente el arbitrio judicial: facultad que tiene el juzgador, inherente a las funcio­
nes jurisdiccionales esenci<lles, consistente en colmar las lagunas del derecho positi­
vo, aclarar las contradicciones reales y aparentes que t!xi stcn entre las nonnas jurídi­
cas escritas, en una palabra en interpretar científica y humanamente la ley. El juez de 
distrito no es un autómata que aplica ciegamente la ley. es el más imponante funcio­
nario dentro de un régimen jurisdiccional como el nuestro. encama a individuos de 
alto valor moral e intelectual. y sus decisiones t:stán impregnadas de semido hwnani­
taria que atemperan el rigor del derecho. 
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La jurisprudencia a partir de 1950. se elevó en el artículo 107 constitucional al 
rango de fuente del derecho. Sin embargo no es medio creador de normas fonnaJ­
mente legales , sino conducto de fijación del sentido de la razón de una ley preesta­
blecida. de donde se infif!re que la jurisprudencia no es autónoma, no tiene existencia 
por sí. sino que su validez en un régimen jurídico escrito, corno el nuestro. depende 
de que positivamente sea un medio interpretati vo e imegrativo de nannas legales 
preestablecidas. No puede haber jurisprudencia sin ley: la ley sin interpretación 
mediante un sistema científico y humano es cas i siempre injusta ; la interpretación de 
la norma escrita es exclusiva f::u.:uhad del poder judicia l federal. I,a acnlación juris­
diccional del juez de distrito es vita l. por se!' además la mejor y única posibil idad de 
justicia. 

Como ya dijimos. el juicio de amparo es inslrumenro de control de legalidad de 
toda la constitución y nonnas secundarias en vil1ud del alcance que la jurisprudencia 
le~ concedió a los artículos 14 y 16 constitucionales. 

Artículo 14 segundo parrafú: "Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad 
o dí! .\"lIS propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido CInte los 
Ir ihuna/es previamente esrablecidus en el que se clImplan las formalidades esencia­
les del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con un!e/"ioridad al hecho". 

Consa!:,'Ta un conjunto de derechos a Ja vor de todo hahitante pennant!ote o 
transitorio, de la repúbli ca (hombre. mujer. menor o adullo. nacional o ex tranjero. 
individuo o persona moral): 
a) La existencia de un juicio previo a LOdo ncto de autoridad. es decir, una contro­
ve rsia sometida a la considerac ión Lic un órgano del Estado -no necesariamente ju­
dicial-. ante el cual el afectado h.:nga oportunidad de controvertir tales actos. contes­
tando demanda, aportando pruebas. fomwlando alegaras. en suma oponiéndose a los 
mismos. 
b) Que el juicio sea ante ulla auturidad o tribunal ya existeme. es dec ir. ante un 
Organo del Estado. previamente establecido que esté facultado para declarar lo que 
la ley seüala en el caso de que se trate; 
e) Que se cumpla con el procedimiento. es decir. con las formalidades y trámites 
legislativos o j udiciales , segun d (,;<lSO; 

d) Que todo lo anterior se encuentre previsto en las lcyes vigentes. Consagra pues. 
dos garantías: de Audiencia y de Legalidad. Si los cuatro conceptos precisados son 
bien entendidos como afirma el maestro Alkmso Noriega "estaríamos elaborando 
una verdadera teoría de la garantía de Audiencia y de Legalidad" . 

Atmque c.:n la Ley de Amparo de 1869 (artículo 8) se prohibió el Amparo en 
negocios judiciales; las leyes de amparo posli::'li ores no incluyeron dicha improce· 
dencia, para que posteriormente se estableciera la practica de ordenar se extendiera 
la garantía de audiencia a toda clase de actos. aun los efectuados fuera de procedi­
miento judicial. debido a que las tesis Jurisprudencia les se venían sucediendo en ese 
sentido. 

No podemos separar el artícu lo 14 precitado del diverso 16 Constitucional. toda 
vez que este último es por excelencia el precepto constitucional que consagra las 
Garantías de legalidad. por lo que numerosos estudiosos del Amparo. estiman que 
los artículos 14 y 16 constitucionaks son como hClmanos siameses. que no pueden 
ni deben estudiarse separadamente, dado qul.! están íntimamente unidos. ya que el 14 
habla del acto de privación en bienes jurídicos, y el 16 habla de acto de molestia y 
sus requisitos para que este sea constitucional, por t!nde. si el acto de privación se 
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sune, el acto de molestia lo contiene, y si a la inversa se esrudia un acto de molestia 
éste puede de manera cierta e iruninente convertirse CrI Wl acto de privación. 

El aniculo 16 constitucional en su primera paJ1e esta blece: "Nadie puede ser 
molestado en su persona. 1ami lia. dumici lio. papeles o posesiones. sino en virtud de 
mandamiento escrito de la aUloridad competcnlc. que funde y motive la causa legal 
del procedimiento: 

Como antecedente teniamos la experiencia de que dura me siglos. el capricho del 
gobernante fue la medida de las molestias causadas a los paniculares; en otras épo­
cas bastaba la simple orden verbal de alguna autoridad para perturbar e inciuso en­
carcelar a personas sin existir ningún mot ivo fundado. Los atentados a la familia, las 
violaciones de domicilios, las agres iones a las posesiones. sin hahcr una causa legí­
tima. se sucedieron por mucho tiempo. 

Con el flO de evitar el abuso del poder público. la consti tución de 1917 ratifico 
algunas de las di sp0 :'li ciones recogidas en las anteriores -decreto constitucional de 
Apatzingan y las COllstiruciones de 1824 y 185 7- e introduj o otras que pueden consi­
derarse verdaderos tri unfo~ de la revulución mexicana". 

La garant ía consignada en la primera parte de este artículo. así como las que 
establece el 14, son la base sobre las que descansa el procedimiento judicial protec­
tor de los derechos del hombre (juicio de amparo). Es absoluta la prohibición de 
ocasionar molest ias a las personas. a sus fam ilias (Jert:"<.:hos ütmi liarcs). papeles o 
posesiones si no es cun una orden escri ta . fundada en derecho}' moti vada por los 
hechos. entendiéndose por fiUldalllentación no la simple <.:i ta de lus preceptos legales. 
sino la <.:i ta exacta de los preceptos aplicables al caso y por mot ivación el razona­
miento lógico-juridico del porque de la aplicabilidad de los preceptos en cila-. Debe­
rá además el mandamiento escrito haber sido expedido por una auturidad 4uc de 
acuerdo con la ley en vigor tenga t"'t! cultades expn:sas para reali za r esos actos. 

IV. EL MAKCO DISCRECIONAL 

Este juez constitucional, con facultades que la ley y más ampliamente la jurispru­
dencia le han concedido, hacen cercana y objetiva la relación entre el derecho y la 
just icia, al obtener como resultado en sentencia, la nulidad del acto violatorio de 
garantías, restituyendo al quejoso en el goce de sus derechos vio lados o evitando que 
actos inminentes de autoridad arbitrarios e inconstitucionales afecten la esfera jurídi­
ca de la persona. fí sica o social. 

Cualquier acto dt! autoridad que viole garantías individuales va contra el princi­
pio de equidad y justicia , el Juez al dictar Sentencia en el Juicio de Garantías. Ampa­
rando al quejoso evita la injusti cia. la inequidad. Las normas que debe aplicar en su 
gran pane han sido resultado de la Jurisprudencia que fonnada por el propio poder 
Judicial Federal va interpretando la tlonna sccund<lfia o constitucional. en una labor 
no sólo jurisdicciona l Sintl eminentemente creati va labor de Jurista. que es crear el 
derecho mediante un método científico-jurid ico de interpretación. de manera que el 
derecho no lo constriñe para hacer Justicia, sino que le faculta para acruar según su 
prudente arbitrio; y aunque el Tribunal Constirucional en México es un Tribunal de 
Nulidad. los actos futuros deberá ajustarlos la responsabJ ~ a la norma constirucional 
inobservada o violada. 

El Juez juzga con arreglo al fin que se propone. El fin de su análisis y estudio 
constitucional del acto de autoridad es lo que caracteriza al acto como justo o injus-
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too Lo juSto es la medida de lo práctico, es decir. de la acción; la verdad es la medida 
de lo teórico, es decir, de la percepción. Justo es la concordancia de la volwltad con 
10 que debe ser; verdad la de la concepción con lo que es. Así la nonna constitucio­
nal. la petición de amparo del afectado y la interpretación de la norma que con ante­
lación ha cfccruado el Podcr Judicial Federal (huispnldencia) se conjugan siendo 
para ll egar a ser justos. inte~retalldo la nonna al (;a$O wncreLO en una labor creativa 
)' humana. 

La sentencia que resuel ve un conflicto constirucional la diera el juez consideran­
do dos elementos: el positivo, que implica el reconocimiento del derecho del quejoso 
a las acti vidades que las gawntí¡¡s constitucionales le consagran, asi como al benefi­
cio del reconocimiento evitando la inminente ejecución del acto arbitrario y en su 
caso la restitución de las cosas al (.;stado (.;n qu(.; s(.; encontraban antes de la violación 
de garantías. Y el negativo que implica el sentimiento consciente de los límites que 
imponen otras personas que gozan de derechos análogos. 

Formalmente no puede el Juez Federal substituir al Juez del fuero COITIlUl o a 

cualquier autoridad federal o estatal cOlTespondicnte: sin ¡;mbargo su declaratoria de 
Inconstitucionalidad del acto reclamado. obliga a la responsable a dictar un nuevo 
acto. en forma y términos generalmente precisados en los considerandos correspon­
dientes. surtiéndose la finalidad deseada. evitar la injuslicia. bien restituycndo al 
qw:joso al estado l!n que $C em:onlraha antes de la vioJ a¡;íún dt.: garamías (si cl acto 
fuese positivo). bien obligando a la Autoridad Responsable a actuar o ejecutar la 
omisión que afecta al quejoso. 

En gent.:ra l la Ley de Amparo. -perfectihle desde luego- comienc prescripciones 
sencillas. universales. para el conocimiento de todos no escondidas en el prol ijo 
aparato de los libros doctos. de colecciones de dec isiones discordes por los juicios y 
las opiniones. de costumbres. etcétera. y aun mas un lenguaje simple y llano de 
suerte que el (;onocimiento del juicio de amparo no es só lo accesible él aquellos que 
se han adoctrinado en él , sino para todos los interesados. 

v. CONCLlJSION 

El juez encargado de reconocer el derecho de cada hombre a las actividades libres de 
toda traba. con sus beneficios consiguientes. con el sentimiento consciente de los 
límites que imponen la presencia de otros hombres con derechos análogos. hace 
justi(.;ia. Como los Pretores Romanos, crea. no precisamente fórmul as de acción -ex 
bono /ide~ . pero en cambio sí ur/a inlerprelacián de las laglmas y omisiones de la 
norma con procedimienlos cientíjicus y humal10s acordes a/líempo que vivimo .... La 
Jurisprudencia, la doctrina y los prinópios generales dd ut!rec.:ho. annonizan en un 
marco dinámico y humano; el quejoso seguro de que se le amparará. restituyéndolo 
en el goce de sus garantías violadas, acude al juez haciendo valer los derechos sub­
jetivos públicos. confiado en que el juzgador en uso de sus potestades, a veces in­
quisitivo. a vect!s n t!xib l~ sin apartarse del marco de legalidad. puede I¡bremente 
decidir algunas cuest iones fundamentales hasta lograr su objetivo: restituir al quejo­
so en el goce de sus garantías o libertades violadas. 

"F,.s verdad que en las democracias el pueblo, aparentemenlf:! hucf:! lo que quie­
re, mas no consis te la libertad poIílica en hacer lo que se quit!re. En un Estado, es 
decir, en una sor.:iedad que tiene leyes, la libertad no puede consistir en otra cosa 
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que en poder hacer lo que se debe querer y en no .I'er obligado a hacer lo que no 
debe quererse". 

Así el Juez de Distrito. con fundamento constitucional y facultades extraordina­
rias que le dotan de liberalidades en su actuación, hace justicia. No es perfecto, pero 
es el mejor porque es el que tenemos ahora. quien además nos anima a creer que el 
Derecho y la Justicia son uno y están intimos . 

.. Es nec(!sario distinguir lo que es i"depe"d('llcü¡ d(~ lo qtl(' es lihertad. Uf liber­
tad es el derecho de hacer lo que las leyes permiten: (lml/es legum .<¡ervi sumus eul 
liber; esse pnssimus (Cicerón) "Sí, cuan/o lIuis sometidos estemos a las leyes más 
libres somos: pero eso será cuanJu las le.res sean iguales pura tuJo:,-, cuundo se 
apliquen a IOdos igualmente, lo que jamas se ha visto desde que existen leyes en el 
mundo. Sí: la sentencia ciceroniana e.s cierlu cuandu {as /t'yl1s sean justos, pero hay 
leyes que mn !rubas, que fundan privilegio'\", que ampuran injusticias ". 

}' si un ciudadano pudiera hacer In que las leyes prohíhen, no tendría más li­
bertad, porque los demás tendrían el misma pader. (MONTESQUIEU, Del espíritu de 
las Leyes, pág. 186). 

Nuestra actualidad. de muchas (; injustas leyes, n.:sulta trascendental la interven­
ción del Juez de Distrito en Amparo mexicano. con el marco j urídico y discrecional 
ya expuesto, a fin de destrabar leyes. quitar privilegios para tUlOS cuantos y evitar 
injustic ias; sin embargo esta di'screcionalidad deberá siempre ajustarse al marco y 
principio de legalidad imperante, y así ev itar excesos de poder. como de manera 
excepcional lo dice Carlos de Sccond<ll. Barón dc la Bréde y de Monlesquieu en su 
monwnental obra ya citada: "Del Espíritu de las Leyes", pago 186: 

"y nos ha enseñado una expcricncia dcma, que todo hombre lnvcstido de auto· 
ridad abusa de e ll a. No hay poder que no incite al abuso. a la extralimitación. ¡Quién 
lo diria! Ni la virtud puede ser ili mitada. Para que no abuse del poder, es neccsariú 
que le ponga limites la naturale?..a misma de las cúsas. Una Constitución puede ser 
tal. que nad ie sea ob ligado a hacer lo que la le) no manda expresamente. ni a no 
hacer lo que expresamente no prohíbe". 
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